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Singularmente interesante es este ar
tículo del profesor de la Facultad de 
Derecho de Lieja, pues, como él mismo 
lo dice, la teoría del retracto de los 
actos administrativos individuales, crea
ción jurisprudencial, es ignoradla en to
das los textos de alccmce general, y  lo 
es igualmente de la gran mayoría de 
los textos de alcance particular.

El retracto de un acto administrativo, 
es. según'el profesor Delatte el acto ju 
rídico por el cual una autoridad admi
nistrativa decide aniquilar ab-initio una 
decisión de la cuál ella es autora.

El presenta tres caracteres fundamen
tales: a) que es un acto jurídico, y, 
por lo tanto, queda sometido al contra
lor de regularidad por el Consejo de Es
tado según el art. 9 de la ley del 23 
de diciembre de 1946; b) que opera ex- 
tunc, lo cual lo distingue de la abroga, 
ción. en la cual la administración se 
contenta con operar ex-nunc, de modo 
que en easo de retracto, todos los efec
tos del acto son aniquilados desde su 
nacimiento, exactamente como si la anu
lación hubiera sido pronunciada; c) ella 
emana del autor mismo de la decisión 
examinada, que es lo que la diferencia 
— según el autor—  principalmente de la 
anulación, pues ésta es pronunciada por 
el juez o la autoridad de tutela, por 
io  que apareee como una sanción.

Estudia luego el profesor Delatte, los 
diversos aspectos relacionados, primero, 
con el retracto de los actos creadores de 
derecho y  luego de los no creadores de 
derecho.

De aquellos dice que cabe distinguir 
entre el retracto de los actos regulare» 
y de los irregulares. La seguridad jurí
dica, que constituye la razón de ser del 
principio de la no tetroactividad, impide 
que la retracción pueda tener lugar en 
todas las hipótesis. En realidad ella no 
es, en este caso, admitida, salvo la exis
tencia de un texto particular que dispu
siera de otro modo: ¿Qué resta de la 
seguridad jurídica si es lícito a la admi
nistración volver, aún dentro de un bre
ve lapso, sobre una decisión regularmente 
tomada!

■ En cambio, respecto de los actos irre
gulares, la solución es distinta. La irre
gularidad suscita dos reacciones opues
tas: la tendencia a anular el acto,,
pues viola la legalidad; la de mantener
lo, porque, aunque ilegal, él es y  el 
principio de la seguridad hace su apa
rición. De allí que se imponga una solu
ción de compromiso: ella puede consistir, 
por ejemplo, en consentir el retracto deF 
acto dentro de cierto plazo, improrroga
ble, a la expiración del cual la decisión 
examinada se tendrá por definitiva.

En cambio, cuando un acto adminis
trativo no crea derechos — el que aplica.
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una sanción disciplinaria, el que deniega 
«n a  autorización para edificar—  el au
tor del mismo es libre de retirarlo en 
todo momento, así por motivos de opor
tunidad como de regularidad.

Finalmente se estudian los efectos del 
■retracto, que son similares a los de la 
anulación, pues privan de efecto ab- 
initio al acto retractado.

Es indudablemente interesante el ar
tículo — que recuerda numerosa juris
prudencia—  dado que se refiere a una

institución (poco estudiada entre noso-; 
tros) que permite superar algunos pro
blemas que se plantean cuando sólo se 
admite la revocación, la nulidad y  la 
inexistencia, tal como esas sanciones son 
generalmente explicadas.

Además, el trabajo está redactado con 
un buen plan lógico y  desarrolla el tema 
con entera claridad, lo que hace aún más 
recomendable su lectura.

a . a . b .

.Sán ch ez  A gesta, Luis: E l principio de función subsidiaria, en Revista 
de Estudios Políticos, N9 121, Madrid, 1962.

E n tres capítulos el destacado pro
fesor español se refiere a uno de los 
aspectos más importantes de la moderna 
teoría política, y  cuya clara incorpora
ción al lenguaje y  sobre todo a los 
•conceptos con que se manejan los estu- 
•diosos de esa ciencia, ha traído como 
consecuencia la clarificación de ideas 

•que se tenían desde antiguo y  contri
buido a una mejor comprensión de las 
funciones y fines del Estado. Ello es 

•el principio de la función subsidiaria o 
principio de subsidiaridad.

Puntualiza el autor que la tesis fue 
•enunciada no por pensadores políticos 
sino por el Sumo Pontífice, y que, du
rante un lapso relativamente considera
ble los expositores que se ocuparon de 
la Encíclica Quadragessimo Anuo, cuando 
mencionaron el problema — que muchas 
veces lo pasaron por alto—  no le dieron 
la  debida importancia.

Becuerda como fue realizándose la 
•teoría de la sociedad, como la filosofía

cristiana, interviniendo en la 'polémica 
que ya existía en el Mundo helénico, 
afirma la sustantividad de la familia y 
extendiéndola a otras comunidades cons
truyó una teoría pluralista de la so
ciedad política; como, en la actualidad, 
reaccionando contra la simplista concep
ción del individualismo, la ciencia polí
tica reconoce que hay algo entre el 
individuo y  el Estado, y como entre 
ellos se advierte la presencia de un ente 
nuevo: la sociedad; término éste que ha 
teniendo imprecisa significación durante 
mucho tiempo, pero que en nuestro tiem
po se aclara que no existe una sola 
de ellas, sino una pluralidad compleja 
de entes sociales trabados entre sí, sobre 
los que la comunidad política constituye 
una unidad de orden. Frente a ellos 
puede tomarse una actitud descriptiva, 
pero también se puede plantear el pro
blema no de cómo es, sino cómo debe 
ser esa sociedad, investigando los crite
rios en que ha de basarse un principio
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de ordenación de esa compleja trama 
social, y  cuando tal hacemos, nos encon
tramos ante un problema de filosofía 
polítioa.

La filosofía cristiana tradicionalmente 
se había ocupado, desde ese ángulo, de 
la relación del Estado con los diversos 
grupos menores, y, en especial con 7a 
familia, resolviendo el problema con una 
casuística de relaciones concretas, pero 
seis lustros ha, el Papa Pío X I, en la 
Quadragessimo Anno tuvo una visión to
tal del problema enunciado como prin
cipio fundamental de la filosofía políti
ca cristiana, para definir esta relación 
entré el orden político y  los grupos que 
ordena, el principio de la función subsi
diaria.

Dice el Pontífice: Pues aun siendo 
verdad, y  la historia lo demuestra cla
ramente, que por él cambio operado en 
las condiciones sociales, muchas oosas que 
en otros tiempos podían realizar incluso 
las asociaciones pequeñas, hoy son posi
bles sólo a las grandes corporaciones, 
sigue, no obstante en pie y  firm e en la 
filosofía  sedal aquél gravísimo princi
pio inamovible e inm utable: como no se 
puede quitar a los individuos y  darle c. 
la comunidad lo que ellos pueden reali
zar por su propio esfuerzo e industria, 
así tampoco es justo, constituyendo un 
grave perjuicio y  perturbación del recto 
orden, quitar a las comunidades menores 
e inferiores lo que ellas pueden hacer y  
proporcionar y  dárselo a una sociedad 
mayor y  más elevada, ya que toda ac
ción de la sociedad, por su propia fuer
za y  naturaleza, debe prestar ayuda a 
los miembros del cuerpo sodal, pero no 
destruirlos y  absorberlos.

Conviene, por tanto, que la suprema 
autoridad del Estado permita resolver a 
las asociaciones inferiores aquéllos asun
tos y  cuidados de menor importancia, en 
tos cuales por lo demás perdería mucho 
tiempo, con lo cuál lograría realizar más 
libre, más firm e y  más eficazm ente todo 
aquéllo qué es de su exclusiva compe
tencia, en cuanto Sólo él lo puede rea
lizar dirigiendo, vigilando, urgiendo y 
castigando, según él caso requiera y  la 
necesidad exija. Por tanto tengan muy 
presente los gobernantes que, mientras 
más vigorosamente reine, servicio este 
principio de función  subsidiaria, el or
den jerárquico entre las diversas aso
ciaciones, tanto más firm e será no sólo 
la autoridad, sino también la eficiencia 
social y  tanto más feliz  y  próspero el 
estado de la dación.

El Papa subraya en dos oportunida
des el principio de la subsidiaridad en 
los párrafos transcriptos, y, aún, en la 
segunda lo destaca entrecomillándolo. Se 
trata de un auténtico principio de filo
sofía cristiana que se define como in
amovible e inmutable y  cuya violación 
representa una injusticia, es decir que 
en la mente del Pontífice es práctica
mente un principio de derecho natural.

Aparece entonces la sociedad como 
una pluridad de comunidades, cuyo 
desenvolvimiento ayuda y  coordina el or
den político, pero respetando la autono
mía de las funciones propias. Sé trata 
de un orden jerárquico en el que la 
función Subsidiaria del Estado se define 
con modos de hacer específicos: dirigir, 
vigilar, urgir, castigar.

Becuerda el autor, concluyendo el pri
mer capítulo, que Juan X X III  en la
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Encíclica M ater et Magistra reitera es
tos principios.

Realiza luego Sánchez Agesta la inter
pretación del principio de subsidiaridad, 
recordando, primero, que existen tres po
siciones fundamentales.

La enunciada, por ejemplo, por Fe- 
llermeier, según la cual se lo concibe 
como un principio limitativo que se con
trapone al principio positivo (principio 
de totalidad, de autoridad, solidaridad, 
etc.). Es decir que, en lugar de construir 
la sociedad desde arriba hacia abajo, lo 
hace de abajo hacia arriba, limitando 
la intervención coordinada del poder.

Frente a esta interpretación que sub
raya la naturaleza limitativa y supleto
ria del principio de acción subsidiaria, 
otros autores, como, Calvez y Perrin, 
analizan un significado positivo de este 
principio que aparece, entonces, no como 
un límite de la acción del Estado, sino 
como una especificación de la naturaleza 
de esta intervención. No quiere él decir 
que el Estado deba hacer lo menos po
sible o que sería deseable suprimir su 
intervención, si tal hecho fuese viable. 
No significa tampoco que el Estado ten
ga una función supletoria o secundaria, 
en el sentido de que él se justifique 
Sólo para suplir las deficiencias. Y  to
davía sería más equivocado interpretar 
este principio como una definición de la 
naturaleza del Estado, al que se atribu
yera esta característica, para definirlo 
por una función supletoria, secundaria 
y subalterna. Interpretarlo así sería, pa
ra Calvez y Perrin cometer un error 
muy próximo al liberalismo económico. 
El, por el contrario, no define la natu
raleza del Estado, sino la naturaleza de 
sus relaciones con otras sociedades, no

es, pues, definición de un límite, sino 
la especificación de una naturaleza.

La tercera tesis, que puede conside
rarse como un punto medio de las ddí 
anteriores, es enunciada por v. Nev- 
Breuning, Rauscher y  Messner: el prin
cipio de subsidiaridad no sólo no con
tradice la acción positiva del Estado 
para realizar el bien común, sino que 
la 'idea del bien común y  el principio 
de función subsidiaria son dos expre
siones diversas de la misma idea.

En base a tales interpretaciones —y 
las de otros autores que también se 
mencionan dentro de las mismas ó simi
lares líneas—  el autor, en el capítulo 
tercero señala los seis puntos en los que 
quiere condensar las consecuencias de jas 
distintas investigaciones y fijar las lí
neas de una interpretación comprensiva 
que no sólo sirva para esclarecer todo 
un ámbito de la filosofía política riño 
que también ayudará a constituir la teo
ría política de nuestro tiempo:

1. Que se trata de un verdadero prin
cipio, que ordena un ámbito de la filo
sofía y de la teoría política. E l da 
solución a los intentos, muchas veces fa 
llidos de superar el individualismo y  el 
estatismo o el totalitarismo, reconocien
do entre el individuo y  el Estado un 
cuadro de grupos sociales con función 
propia. El principio de subsidiaridad de
fine la subsistencia de los grupos hatu- 
rales y su relación con el orden político 
con un carácter universal.

2. El da una respuesta sencilla, flexi
ble y natural a este problema: cómo 
debe concebirse la relación entre el Es
tado y los grupos que comprende: lo 
que puede hacer y  procurar una comuni
dad menor no debe encomendarse a una
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sociedad mayor y  más elevada. Consti
tuye ello no un principio de técnica sino 
de justicia, y  es un enunciado de filoso
fía  política fundado en el derecho na
tural.

3. Como tal principio de derecho na
tural no es una cuestión formal, sino 
que comprende el contenido concreto de 
los diversos grupos, se ha de atender 
a la manifestación natural e histórica 
de esas comunidades menores como expre
sión de la sociabilidad plural del hom
bre. Como todo principio supone la dis
criminación concreta de una casuística; 
pero esta casuística no debe perder de 
vista su fundamento en la naturaleza 
social del hombre y  en las exigencias 
permanentes de esta naturaleza, aunque 
se modelen históricamente.

4. Su esencia estriba en ser un prin
cipio político de división de competen
cias. Es, en cuanto tal, un principio de 
orden, fundado en la justicia, que asig
na a las diversas comunidades menores 
y al Estado sus misiones respectivas y 
la órbita de su acción.

5. Es un principio flexible que no 
traza fronteras inmutables entre las ór
bitas de competencias del Estado y  de 
los grupos que se integran en su orden.

6. Finalmente, es genérico, es decir 
que no se limita a fijar  límites en una 
sola materia, por ejemplo, economía y 
cultura, sino que comprende a todas en

una unidad. No es un principio particu
lar político-social sino que afecta a cual
quier manifestación de la compleja ur
dimbre de la sociedad.

Tal, el principio de subsidiaridad en 
la explicación del autor que nos ocupa, 
quien nos muestra cómo la clara com
prensión, y, sobre todo, aplicación de él, 
daría solución definitiva a muchos pro
blemas aún pendientes entre nosotros, o 
respecto de los cuales solamente se ha 
abierto un paréntesis en la discusión.

Porque no deja, én verdad, de ser no
table que los mismos que defienden, por 
ejemplo, ardorosamente los derechos de 
las Provincias y  los Municipios, que son 
muy caros a nuestras convicciones, olvi
den, sin embargo, los que corresponden 
a otros grupos, verbigracia, la familia, 
o, que quienes reclaman, con la máxima 
energía, el respeto a los derechos parti
culares de los individuos, olviden tam
bién, a veces, los que tienen los grupos 
que ellos mismos integran.

La Alta Autoridad de que proviene la 
doctrina le da, sin dudas, una presun
ción de exactitud, pero cuando se cono
ce en sus detalles su explicación y  sus 
consecuencias, sobre todo cuando están 
dados con la claridad y  exactitud del 
artículo que nos ocupa, la presunción s e ' 
convierte en certidumbre.

G. A . B.


